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AMPARO EN REVISIÓN 104/2015
QUEJOSa: **********
PONENTE: MINISTRO José ramón cossÍO díaz
SECRETARIa: carmen vergara lópez

S U M A R I O
El presente caso deriva del juicio de amparo indirecto promovido **********, por conducto de su representante legal, en contra de diversos preceptos de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. El Juez de Distrito determinó sobreseer el juicio de amparo y en contra de dicha determinación, la quejosa interpuso recurso de revisión, al cual se adhirió el Delegado del Presidente de la República. El Tribunal Colegiado que previno en la revisión revocó el sobreseimiento y determinó reservar jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer sobre el tema de inconstitucionalidad de leyes subsistente. De ahí que la materia del presente asunto consista en verificar si los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita son inconstitucionales.
C U E S T I O N A R I O
¿El artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita transgrede el principio de seguridad jurídica por entrar en contradicción con la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos? ¿El artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita vulnera la libertad de comercio al restringir el uso de dinero en efectivo en operaciones comerciales superiores a determinados montos? ¿Los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita quebranta el principio de presunción de inocencia?
México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al día ______________, emite la siguiente:
S E N T E N C I A
Mediante la que se resuelven los autos relativos al amparo en revisión 11/2015, interpuesto por **********, por conducto de su autorizado legal, en contra de la sentencia dictada por el Juez Primero de Distrito en Materias Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco, en el juicio de amparo **********. 
I. ANTECEDENTES

1. De la revisión efectuada a las constancias de autos, destacan los siguientes hechos:
2. El diecisiete de octubre de dos mil doce fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, cuyo artículo Tercero Transitorio indicó la entrada en vigor de dicho ordenamiento nueve meses después al día de su publicación, esto es, el diecisiete de julio de dos mil trece.

3. El Reglamento de la ley mencionada fue publicado el dieciséis de agosto de dos mil trece en el Diario Oficial de la Federación y adquirió vigencia el uno de septiembre del mismo año, de conformidad con su artículo Primero Transitorio, con excepción de las obligaciones relativas a presentar avisos de aquellas operaciones pagaderas en efectivo consideradas vulnerables por la ley de referencia, que en términos del artículo Segundo Transitorio de dicho ordenamiento, entrarían en vigor sesenta días después de que adquiriera vigencia el propio reglamento, es decir, el treinta y uno de octubre de dos mil trece.
4. **********, tiene un objeto social relacionado con la enajenación de vehículos, actividad considerada por la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, como vulnerable, es decir, susceptible de utilizarse para el blanqueo de recursos provenientes de actividades ilícitas. De ahí que, en términos del ordenamiento referido, se imponga a quienes realicen ese tipo de actividades una serie de obligaciones al momento de efectuar operaciones pagaderas en efectivo por montos superiores a los establecidos en la propia normativa.
II. TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO
5. Demanda de amparo. **********, por conducto de su representante legal, juicio de amparo indirecto, mediante escrito presentado el trece de diciembre de dos mil trece en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materias Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco
. 

6. En la demanda respectiva fueron señaladas como autoridades responsables y actos reclamados los que a continuación se precisan:

AUTORIDADES RESPONSABLES:

· Congreso de la Unión.

· Presidente de los Estados Unidos Mexicanos.

ACTOS RECLAMADOS:

La Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, específicamente sus artículos 2º y 32, fracción II, en su carácter de normas autoaplicativas.
7. La quejosa señaló como derechos humanos vulnerados en su perjuicio los previstos en los artículos 1º, 5º, 14, 16 y 20, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; narró los antecedentes de los actos reclamados y expresó los conceptos de violación que estimó pertinentes.

8. Resolución del juicio de amparo. Por razón de turno, tocó conocer de la demanda de amparo al Juzgado Primero de Distrito en Materias Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco, donde fue registrada con el número ********** y, previo desahogo del requerimiento formulado a la quejosa para que acreditara su personalidad, fue admitida a trámite mediante auto de veintitrés de diciembre de dos mil trece
. 

9. El Juez Federal llevó a cabo la audiencia constitucional el dieciséis de mayo de dos mil catorce y dictó sentencia (terminada de engrosar el veintiuno de mayo de ese mismo año) en el sentido de sobreseer el juicio por actualizarse la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, al considerar que las normas reclamadas eran de carácter heteroaplicativo y que la quejosa no acreditó un acto de aplicación de las mismas que afectara sus intereses jurídicos o legítimos
.
10. Interposición del recurso de revisión y su adhesiva. La parte quejosa interpuso, por conducto de su autorizado legal, recurso de revisión en contra de la sentencia arriba indicada, mediante escrito presentado el cuatro de junio de dos mil catorce, ante el Juzgado Primero de Distrito en Materias Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco
.
11. Tocó conocer del citado recurso al Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, cuyo Presidente lo admitió a trámite por auto de cinco de agosto del mismo año, bajo el número de expediente 373/2014
.
12. El Delegado del Presidente de la República interpuso revisión adhesiva, mediante escrito presentado el doce de septiembre de dos mil catorce en el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito
.

13. El siete de octubre del mismo año, el órgano colegiado de referencia remitió los autos del asunto al Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. Ello en cumplimiento del oficio STCCNO/4068/2014, emitido por el Secretario Técnico de la Comisión de Creación de Nuevos Órganos del Consejo de la Judicatura Federal.
14. El Tribunal Colegiado auxiliar determinó, mediante resolución de tres de diciembre de dos mil catorce (expediente auxiliar 1030/2014), revocar el sobreseimiento decretado en la sentencia recurrida y reservó jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer sobre la constitucionalidad de los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.
15. Trámite del amparo en revisión ante este Alto Tribunal. Por acuerdo de veintiuno de enero de dos mil quince, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación acordó que ésta asumía su competencia originaria para conocer del recurso de revisión y su adhesiva; ordenó registrar el asunto con el número 104/2015; notificar a las autoridades responsables, así como al Procurador General de la República para los efectos legales conducentes
; y turnar el asunto al Ministro José Ramón Cossío Díaz para su estudio, así como enviar los autos a la Sala de su adscripción para el trámite de avocamiento respectivo
.
16. El Presidente de la Primera Sala, mediante auto de diecinueve de febrero del mismo año, acordó el avocamiento del asunto y ordenó el envío de los autos al Ministro Ponente para la elaboración del proyecto de resolución
.
III. COMPETENCIA

17. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión y su adhesiva, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83 de la Ley de Amparo vigente; 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 47, en relación con los diversos 14 a 17, todos ellos del Reglamento Interior de este Alto Tribunal; y conforme a lo previsto en el Acuerdo General Plenario 5/2013, punto Tercero en relación con el Segundo, fracción III, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece, toda vez que se interpusieron en contra de una sentencia dictada por un Juez de Distrito en la audiencia constitucional de un juicio de amparo en el cual se reclamó la constitucionalidad de una norma de carácter general del orden federal, como lo es la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.

18. Cabe señalar que en el caso, no se considera necesaria la intervención del Tribunal Pleno para conocer del presente asunto, en virtud de que su resolución no implica fijar un criterio importante o trascendente para el orden jurídico nacional, ni reviste un interés excepcional.

IV. PROCEDENCIA

19. El recurso de revisión es procedente, en virtud de que se interpone contra una sentencia dictada por una Juez de Distrito en la audiencia constitucional de un juicio de amparo, en la cual se cuestionó la constitucionalidad de los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. De modo que se surten los extremos del punto Tercero, en relación con el Segundo, fracción III, del Acuerdo General Plenario 5/2013.

20. Aunado a lo anterior, cabe mencionar que es innecesario analizar la oportunidad con la que fue interpuesto el medio de defensa que nos ocupa y de la revisión adhesiva, en virtud de que el Tribunal Colegiado auxiliar que previno en el conocimiento del asunto ya se hizo cargo de tal aspecto, concluyendo que ambos medios de impugnación fueron interpuestos de manera oportuna
.
V. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS

21. Cuestiones necesarias para resolver el asunto. A continuación se sintetizarán los conceptos de violación, la sentencia recurrida, los agravios de la revisión principal, así como la adhesiva y la sentencia del Tribunal Colegiado que previno en la revisión:
22. Demanda de amparo. En el primer concepto de violación se argumenta, sustancialmente, que el artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita transgrede los principios de certeza y seguridad jurídica reconocidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, al entrar en contradicción con lo prescrito en la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos.

23. La quejosa precisó que en términos de los artículos 1º, 2º, 4º  y 5º de la Ley Monetaria, los billetes del Banco de México tienen poder liberatorio ilimitado y las monedas metálicas poder liberatorio limitado al valor de cien piezas de cada denominación en un mismo pago. Mientras que el precepto reclamado desconoce el poder liberatorio del dinero efectivo, al prohibir dar cumplimiento a obligaciones y, en general, liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en moneda nacional, en transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos (actividad comercial que desempeña la quejosa).

24. Por tanto, la promovente considera que el precepto reclamado produce incertidumbre jurídica al contradecir la Ley Monetaria y desconocer el poder liberatorio del dinero expedido por el Banco de México.
25. En el segundo concepto de violación se afirma, en lo esencial, que el artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita transgrede la libertad de comercio reconocida en el artículo 5º de la Constitución Federal, en virtud de que prohíbe llevar a cabo la actividad lícita a la cual se dedica la quejosa, es decir, la transmisión de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos nuevos o usados, cuando los montos de la operación respectiva sean iguales o superiores a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal y pretendan pagarse en efectivo.

26. Asimismo, la quejosa afirma que el precepto reclamado soslaya que la libertad de comercio únicamente puede restringirse por resolución judicial o gubernamental cuando se afecten los derechos de terceros, lo que en el caso no ocurre, máxime que el objetivo del ordenamiento cuestionado es futuro e incierto, pues proteger el sistema financiero del uso de recursos de procedencia ilícita debe basarse en una investigación previa para determinar el origen real de dichos recursos y no solo suponerlos en función de ciertos montos.

27. En el tercer concepto de violación se afirmó, en lo medular, que los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita transgreden el principio de presunción de inocencia reconocido en el artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución Federal, en virtud de que al prohibir el pago en efectivo de aquellas operaciones que excedan los montos determinados en el ordenamiento combatido, presuponen que el origen de los recursos respectivos es ilícito, sin que para ello exista una investigación previa que demuestre esa circunstancia.
28. Sentencia recurrida. El Juez Primero de Distrito en Materias Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco sobreseyó el juicio de amparo, al considerar actualizada la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, en virtud de que las normas reclamadas eran de carácter heteroaplicativo y la quejosa no acreditó un acto de aplicación de las mismas que afectara sus intereses jurídicos o legítimos, pues al efecto únicamente ofreció una copia simple de una factura que supuestamente acreditaba la venta de un vehículo por un monto superior a las tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.
29. Revisión principal. En sus únicos dos agravios, la recurrente controvirtió el sobreseimiento decretado en la sentencia recurrida, bajo las premisas esenciales de que las normas reclamadas son autoaplicativas, porque desde su entrada en vigor imponen obligaciones a cargo de la quejosa, y que la factura desestimada por el Juez de Distrito no es una copia simple sino un documento fiscal digital con valor probatorio suficiente para acreditar el interés jurídico de la promovente del amparo para controvertir los preceptos reclamados.
30. Resolución del Tribunal Colegiado. El Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región declaró sustancialmente fundados los agravios de la revisión principal, bajo el argumento toral de que los preceptos reclamados se inscriben en un complejo sistema que permite reclamarlos desde su sola entrada en vigor, al imponer una serie de obligaciones y prohibiciones a la quejosa cuando pretenda llevar a cabo operaciones pagaderas en efectivo por montos superiores a los previstos en el artículo 32 reclamado.
31. Además, el órgano colegiado consideró que el documento exhibido por la quejosa para acreditar la afectación en su esfera jurídica, no podía considerarse como una mera copia simple, sino como un auténtico comprobante fiscal que constituía un acto de aplicación de los preceptos reclamados. 

32. Por otra parte, el Tribunal Colegiado desestimó las causas de improcedencia hechas valer en la revisión adhesiva. De ahí que determinara revocar el sobreseimiento decretado por el Juez de Distrito.
33. Finalmente, determinó reservar jurisdicción a este Alto Tribunal para conocer sobre la constitucionalidad de los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, de conformidad con el Acuerdo General Plenario 5/2013.
34. Revisión adhesiva. Dado el sentido que regirá la presente resolución resulta innecesario sintetizar los agravios de la revisión adhesiva dirigidos a reforzar la sentencia recurrida.

35. Estudio de fondo. En virtud de que el Tribunal Colegiado que previno en la revisión revocó el sobreseimiento decretado en la sentencia recurrida, la materia de análisis constitucional que subsiste para esta Suprema Corte consiste en determinar si los conceptos de violación derrotan la presunción de constitucionalidad de los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. Dichos conceptos serán analizados en función de las siguientes interrogantes:
· ¿El artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita transgrede el principio de seguridad jurídica por entrar en contradicción con la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos?
· ¿El artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita vulnera la libertad de comercio al restringir el uso de dinero en efectivo en operaciones comerciales superiores a determinados montos?

· ¿Los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita quebranta el principio de presunción de inocencia?
36. Primera cuestión: ¿El artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita transgrede el principio de seguridad jurídica por entrar en contradicción con la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos?
37. En el primer concepto de violación se plantea que el precepto reclamado transgrede los principios constitucionales de certeza y seguridad jurídica, por contradecir lo dispuesto en la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos. Ello, porque en términos de los artículos 1º, 2º, 4º  y 5º de la Ley Monetaria, los billetes del Banco de México tienen poder liberatorio ilimitado y las monedas metálicas poder liberatorio limitado al valor de cien piezas de cada denominación en un mismo pago. Mientras que el precepto reclamado desconoce el poder liberatorio del dinero efectivo, al prohibir dar cumplimiento a obligaciones y, en general, liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en moneda nacional, en transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos (actividad comercial que desempeña la quejosa).

38. Dicho concepto de violación es infundado tal y como enseguida se demostrará:
39. La Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita fue el resultado de un proceso legislativo que tuvo su origen en la iniciativa presentada por el Presidente de la República el treinta y uno de agosto de dos mil diez ante la Cámara de Senadores, de la cual se advierte, entre otras cuestiones, que el objetivo de dicha ley sería “combatir al crimen organizado de una manera distinta, no con armas sino con inteligencia y probablemente sin disparar un solo tiro”
.
40. Se precisó que para lograr dicho objetivo se requería “un sistema de inteligencia contable, financiero y de controles al flujo de los negocios en el país”. Ello, en virtud de que “la delincuencia organizada ha comenzado a utilizar el sector no financiero de la economía —ámbito no regulado en la materia—, para realizar operaciones con la finalidad de blanquear sus capitales”.
41. Una vez agotado el proceso legislativo correspondiente, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación de diecisiete de octubre de dos mil doce, la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, en cuyos artículos 1º y 2º textualmente se indicó lo siguiente: 

Artículo 1. La presente Ley es de orden e interés público y de observancia general en los Estados Unidos

Mexicanos.

Artículo 2. El objeto de esta Ley es proteger el sistema financiero y la economía nacional, estableciendo medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita, a través de una coordinación interinstitucional, que tenga como fines recabar elementos útiles para investigar y perseguir los delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita, los relacionados con estos últimos, las estructuras financieras de las organizaciones delictivas y evitar el uso de los recursos para su financiamiento.
42. A su vez, el artículo 17 de dicho ordenamiento estableció una serie de actividades que, según se advierte de la exposición de motivos respectiva, son consideradas en el ámbito internacional como más propensas a ser utilizadas para el blanqueo de recursos de procedencia ilícita
. Dicho precepto, en la parte que interesa, es del tenor literal siguiente:

Artículo 17. Para efectos de esta Ley se entenderán Actividades Vulnerables y, por tanto, objeto de identificación en términos del artículo siguiente, las que a continuación se enlistan:

[…]

VIII. La comercialización o distribución habitual profesional de vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres con un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal. 

Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u operación sea igual o superior al equivalente a seis mil cuatrocientas veinte veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;

[…]

Los actos u operaciones que se realicen por montos inferiores a los señalados en las fracciones anteriores no darán lugar a obligación alguna. No obstante, si una persona realiza actos u operaciones por una suma acumulada en un periodo de seis meses que supere los montos establecidos en cada supuesto para la formulación de Avisos, podrá ser considerada como operación sujeta a la obligación de presentar los mismos para los efectos de esta Ley.

La Secretaría podrá determinar mediante disposiciones de carácter general, los casos y condiciones en que las Actividades sujetas a supervisión no deban ser objeto de Aviso, siempre que hayan sido realizadas por conducto del sistema financiero.

43. La actualización de cualquiera de las actividades vulnerables previstas en el artículo arriba indicado da lugar al cumplimiento de una serie de obligaciones que, en general, están previstas en el artículo 18 del ordenamiento en cuestión que a la letra establece:

“Artículo 18. Quienes realicen las Actividades Vulnerables a que se refiere el artículo anterior tendrán las obligaciones siguientes:

I. Identificar a los clientes y usuarios con quienes realicen las propias Actividades sujetas a supervisión y verificar su identidad basándose en credenciales o documentación oficial, así como recabar copia de la documentación;

II. Para los casos en que se establezca una relación de negocios, se solicitará al cliente o usuario la información sobre su actividad u ocupación, basándose entre otros, en los avisos de inscripción y actualización de actividades presentados para efectos del Registro Federal de Contribuyentes;

III. Solicitar al cliente o usuario que participe en Actividades Vulnerables información acerca de si tiene conocimiento de la existencia del dueño beneficiario y, en su caso, exhiban documentación oficial que permita identificarlo, si ésta obrare en su poder; en caso contrario, declarará que no cuenta con ella;

IV. Custodiar, proteger, resguardar y evitar la destrucción u ocultamiento de la información y documentación que sirva de soporte a la Actividad Vulnerable, así como la que identifique a sus clientes o usuarios.

La información y documentación a que se refiere el párrafo anterior deberá conservarse de manera física o electrónica, por un plazo de cinco años contado a partir de la fecha de la realización de la Actividad Vulnerable, salvo que las leyes de la materia de las entidades federativas establezcan un plazo diferente;

V. Brindar las facilidades necesarias para que se lleven a cabo las visitas de verificación en los términos de esta Ley, y

VI. Presentar los Avisos en la Secretaría en los tiempos y bajo la forma prevista en esta Ley”.

44. Como se advierte, la ley reclamada tiene como objeto proteger el sistema financiero y la economía nacional, estableciendo medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita, a través de una coordinación interinstitucional, que tenga como fines recabar elementos útiles para investigar y perseguir los delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita, los relacionados con estos últimos, las estructuras financieras de las organizaciones delictivas y evitar el uso de los recursos para su financiamiento, lo que necesariamente incide en las materias referidas.
45. Aunado a lo anterior, las actividades vulnerables que dan lugar a la aplicación de las obligaciones previstas en esa ley están directamente vinculadas al ámbito financiero y comercial precisamente por tener como referente pagos en efectivo superiores a las cantidades previstas en el propio ordenamiento.
46. En este orden de ideas, el precepto reclamado, es decir, el artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita establece lo siguiente:
Artículo 32. Queda prohibido dar cumplimiento a obligaciones y, en general, liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en moneda nacional o divisas y Metales Preciosos, en los supuestos siguientes:
[…]
II. Transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación;
47. La quejosa afirma que dicho precepto contradice lo dispuesto por la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, misma que prescribe en sus artículos 4º
 y 5º
 que los billetes expedidos por el Banco de México tendrán poder liberatorio ilimitado y que las monedas tendrán un poder liberatorio limitado al valor de cien piezas de cada denominación en un mismo pago.
48. El planteamiento de referencia parte de una premisa incorrecta al asumir una contradicción entre normas jurídicas de igual jerarquía que son complementarias entre sí y no contradictorias.
49. Nuestro sistema jurídico mexicano, como cualquier otro orden normativo, reviste universalidad y congruencia interna, es decir, conforma una unidad total de normas jurídicas de distinta jerarquía que se relacionan entre sí de manera armónica y de ese mismo modo deben ser interpretadas por los operadores jurídicos en aras de preservar el principio constitucional de seguridad jurídica reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal.

50. En el caso, la Ley Monetaria regula, en general, la unidad del sistema monetario de los Estados Unidos Mexicanos denominada peso
 , así como las monedas de circulación nacional (billetes, monedas metálicas, monedas conmemorativas y monedas metálicas de oro y plata)
, previendo para el caso de los billetes expedidos por el Banco de México un poder liberatorio ilimitado, tal y como lo dispone el artículo 4º del mismo ordenamiento
.
51. El último precepto de referencia debe interpretarse de manera complementaria con el reclamado, mismo que no desconoce el poder liberatorio de los billetes y monedas de circulación nacional, sino que limita su uso en las operaciones consideradas por el Legislador Democrático como vulnerables, es decir, susceptibles de utilizarse para el blanqueo de recursos provenientes de actividades ilícitas. 

52. Al respecto, tenemos que las transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos (actividad desempeñada por la quejosa), es considerada una actividad vulnerable de conformidad con el artículo 17 del ordenamiento combatido. 
53. A su vez, el precepto reclamado prohíbe dar cumplimiento a obligaciones y, en general, liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en moneda nacional o divisas y Metales Preciosos, en el caso de transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación.
54. Esa limitación de ninguna manera contradice el poder liberatorio reconocido por la Ley Monetaria a favor de los billetes y monedas expedidos o acuñadas por el Banco de México, sino más bien restringe el uso de los mismos para un cierto tipo de operaciones comerciales y financieras cuyos montos sean equivalentes a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal. Ello, desde luego, en aras de cumplir con el objeto para que el cual fue creado el ordenamiento reclamado, es decir, proteger el sistema financiero y la economía nacional, a partir de medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita.
55. Luego es claro que entre la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita no existe la contradicción apuntada por la quejosa, sino más bien una complementariedad que deriva de su igualdad normativa jerárquica y del supuesto básico de que ambas normas se refieren al ámbito económico y financiero del país; el primer ordenamiento por regular la unidad del sistema monetario nacional y el segundo por dirigirse a proteger dicho sistema del blanqueo provenientes de actos delictivos, a través de las actividades vulnerables, incluida la efectuada por la recurrente.
56. Lo anterior adquiere mayor relevancia al constatar que entender el poder liberatorio de los billetes expedidos por el Banco de México en el sentido absoluto que propone la quejosa daría lugar a soslayar que la Ley Monetaria tiene la misma jerarquía normativa que la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, por lo cual ni una ni otra puede prevalecer por razón de su jerarquía, sino más bien deben entenderse de manera complementaria en función del objeto especifico que cada ordenamiento regula. De ahí lo infundado del concepto de violación en estudio.
57. Por tanto, la pregunta que nos ocupa debe responderse en sentido negativo, pues el artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita no transgrede el principio de seguridad jurídica al no entrar en contradicción con la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos.
58. Segunda cuestión: ¿El precepto reclamado transgrede la libertad de comercio al restringir el uso de dinero en efectivo en operaciones comerciales superiores a determinados montos?
59. Es infundado el segundo concepto de violación en el que se plantea que el artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita transgrede la libertad de comercio reconocida en el artículo 5º de la Constitución Federal, en virtud de que prohíbe llevar a cabo la actividad lícita a la cual se dedica la quejosa, es decir, la transmisión de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos nuevos o usados, cuando los montos de la operación respectiva sean iguales o superiores a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal y pretendan pagarse en efectivo. 
60. En efecto, la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación informa que la libertad de trabajo que consagra el artículo 5º de la Ley Fundamental
, como cualquier otro derecho humano, no es absoluta, irrestricta e ilimitada, sino que su ejercicio se condiciona a la satisfacción de los siguientes presupuestos: a) que no se trate de una actividad ilícita; b) que no se afecten derechos de terceros; y, c) que no se afecten derechos de la sociedad en general. 
61. En lo referente al primer presupuesto, el derecho en cuestión cobra vigencia en la medida que se refiera a una actividad lícita, esto es, que esté permitida por la ley. El segundo presupuesto normativo implica que dicho derecho no podrá ser exigido si la actividad a la que pretende dedicarse la persona conlleva a su vez la afectación de un derecho preferente tutelado por la ley en favor de otro. Finalmente, el tercer presupuesto significa que la libertad de trabajo será exigible siempre y cuando la actividad, aunque lícita, no afecte el derecho de la sociedad, esto es, existe un imperativo que subyace frente al derecho de los gobernados en lo individual, en tanto que existe un valor que se pondera y asegura, que se traduce en la convivencia y bienestar social, lo que significa que se protege el interés de la sociedad por encima del particular y, en aras de ese interés mayor se limita o condiciona el individual cuando con éste puede afectarse aquél en una proporción mayor del beneficio que obtendría el gobernado
.
62. En el caso tenemos que las prohibiciones impuestas por la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita de ninguna manera llevan a que la quejosa deje de desempañar la actividad lícita a la cual se dedica, es decir, las transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos, sino más bien limitan el pago en efectivo de ese tipo de operaciones comerciales tengan un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.
63. En otras palabras, el precepto reclamado no está dirigido prohibir a la quejosa llevar a cabo su objeto social, sino a limitar el uso de dinero en efectivo en las operaciones de adquisición de vehículos. Esto incluso se ve confirmado por el hecho de que la norma reclamada no impide el pago de operaciones en materia de vehículos con valor superior al regulado en el propio precepto, a través de otras formas de pago, tales como transferencias bancarias, financiamiento de la banca comercial, entre otras.
64. Asimismo, este Tribunal Constitucional advierte que la prohibición prevista en el precepto reclamado responde al objetivo para el cual fue creado el ordenamiento combatido, esto es, proteger el sistema financiero y económico del país, lo que desde luego reviste un interés público, pues la sociedad está interesada en contar con un sistema financiero y económico estable, es decir, sin injerencia de recursos de procedencia ilícita. De ahí que la libertad de trabajo de la quejosa no puede analizarse de manera aislada, sino en correlación con los derechos de terceros y, en general, de la sociedad, lo que trae consigo considerar que dicha libertad no se vulnera por el precepto reclamado.

65. No pasa inadvertido para esta Primera Sala el argumento de la quejosa en el sentido de que el objetivo del ordenamiento reclamado es futuro e incierto, pues proteger al sistema financiero del uso de recursos de procedencia ilícita debe basarse en una investigación previa para determinar el origen real de dichos recursos y no solo suponerlos en función de ciertos montos.

66. Sin embargo, la circunstancias descrita por la quejosa, por sí misma, no puede dar lugar a determinar la inconstitucionalidad del precepto reclamado, en virtud de que esta Sala ha sido consistente en referir que en determinadas materias, tales como comercio y seguridad pública (que es donde se inscribe la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita), el legislador cuenta con un amplio margen de libertad configurativa para determinar qué medidas adoptar en esas materia para alcanzar fines que el propio órgano democrático considera susceptibles de ser regulados.

67. Luego, si en aras de proteger el sistema económico y financiero el Poder Legislativo federal determinó restringir el uso de dinero en efectivo en aquellas operaciones que conforme a las mejores prácticas internacionales, como ya fue mencionado en esta resolución, son vulnerables o susceptibles de utilizarse para el blanqueo de recursos de procedencia ilícita, y para ello tomar como referente el monto del valor de la operación correspondiente, este órgano de control constitucional tiene que ser deferente al momento de analizar dicho objetivo y las medidas adoptadas para alcanzarse que, cabe precisar, son razonables desde una perspectiva acorde con el principio de división de poderes que informa la Constitución Federal.
68. Orienta esta determinación la jurisprudencia 1ª./J 84/2006, de esta Primera Sala, de rubro: “ANÁLISIS CONSTITUCIONAL. SU INTENSIDAD A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS DEMOCRÁTICO Y DE DIVISIÓN DE PODERES”
.
69. Por tanto, la respuesta a la pregunta que nos ocupa debe ser en sentido negativo, pues el precepto reclamado no transgrede la libertad de comercio al restringir el uso de dinero en efectivo en operaciones comerciales superiores a determinados montos.
70. Tercera cuestión: ¿Los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita transgreden el principio de presunción de inocencia?
71. En el tercer concepto de violación se afirma, en lo medular, que los artículos 2º
 y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita transgreden el principio de presunción de inocencia reconocido en el artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución Federal, en virtud de que al prohibir el pago en efectivo de aquellas operaciones que excedan los montos determinados en el ordenamiento combatido, presuponen que el origen de los recursos respectivos es ilícito, sin que para ello exista una investigación previa que demuestre esa circunstancia.
72. El concepto de violación referido es infundado, pues tal y como ya fue apuntado en párrafos precedentes, la vulnerabilidad atribuida a ciertas actividades desarrolladas por sujetos del sector no financiero, como lo es la recurrente, así como la prohibición de usar efectivo para el pago de ciertas obligaciones, obedece a que conforme a las mejores prácticas internacionales se reconocen cierto tipo de operaciones comerciales como más propensas a ser utilizadas para el blanqueo de recursos de procedencia ilícita. Sin embargo, esa situación de ninguna manera da por sentado que quienes llevan a cabo operaciones en efectivo superiores a un monto determinado sean responsables de un delito, ni mucho menos que aquellos que están dedicados a ejercer una actividad vulnerable sean delincuentes.

73. Lo anterior se corrobora con el hecho de que aun cuando se considere que una determina operación en efectivo tiene inmersos recursos de procedencia ilícita, dicha circunstancia deberá ser investigada por la Unidad de Inteligencia Financiera de la Procuraduría General de la República, previa denuncia correspondiente, en términos del artículo 7º del ordenamiento que nos ocupa
 y siempre mediando una sentencia definitiva que derrote la presunción de inocencia de los probables responsables.
74. Por tanto, la pregunta que nos ocupa debe responderse en sentido negativo, pues los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita no transgreden el principio de presunción de inocencia.
75. Revisión adhesiva sin materia. Dada la conclusión alcanzada, debe quedar sin materia la revisión adhesiva, toda vez que ha desaparecido la condición a que estaba sujeta, en la medida de que la parte quejosa ha decidido renunciar al ejercicio de la acción constitucional intentada.

76. Sostiene lo anterior, por identidad de razón, la jurisprudencia 1a./J. 71/2006, sustentada por esta Primera Sala, cuyo rubro establece: “REVISIÓN ADHESIVA. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA AL DESAPARECER LA CONDICIÓN A LA QUE SE SUJETA EL INTERÉS DEL ADHERENTE”
.
VI. DECISIÓN
77. Dadas las conclusiones alcanzadas y ante la insubsistencia de temas de legalidad por los cuales reservar jurisdicción, procede negar el amparo solicitado y declarar sin materia la revisión adhesiva.
En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
RESUELVE:

PRIMERO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, en contra de los artículos 2º y 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.
SEGUNDO. Se declara sin materia la revisión adhesiva.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución vuelvan los autos al Juzgado de Distrito de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido. 
En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental; en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� Tal y como se advierte del sello fechador visible en la página 2 del cuaderno de amparo **********.


� Página 49 del cuaderno de amparo **********.


� Ibíd., páginas 138 a 146.


� Tal y como se advierte del sello fechador visible en la página 47 del cuaderno que se resuelve.


� Dicho acuerdo está visible en la página 25 del cuaderno de amparo en revisión 373/2014.


� Según se advierte del sello fechador visible en la página 32 del cuaderno de amparo en revisión 373/2014.


� En el acuerdo de admisión se hizo relación de que sobre el tema de constitucionalidad planteado en el presente asunto están radicados en el Alto Tribunal los amparos en revisión 546/2014, 610/2014, 618/2014, 713/2014, 714/2014, 722/2014, 761/2014, 782/2014, 789/2014, 798/2014, 803/2014, 814/2014, 824/2014, 826/2014, 878/2014, 893/2014, 894/2014, 917/2014, 958/2014, 976/2014, 977/2014, 1000/2014, 15/2015, 29/2015, 59/2015, 71/2015 y 93/2015.


� El acuerdo mencionado se puede apreciar en las páginas 84 a 86 del toca de revisión que se resuelve.


� Ídem., foja 104.


� Tal y como se advierte de las páginas 13 a 15 de la resolución emitida por el Tribunal Colegiado que previno en la revisión, visible en las fojas 83 a 84 del cuaderno de amparo en revisión 373/2014.


� “EXPOSICIÓN DE MOTIVOS


I. Diagnóstico y evolución de la prevención y el combate a las operaciones con recursos de procedencia ilícita en México.


1. Introducción


Habrá que recordar que el crimen organizado, es crimen porque es negocio. Es más, se trata del negocio más rentable del mundo. No hay operación financiera que pueda dejar más utilidades de las que arrojan las actividades llevadas a cabo por los narcotraficantes. Por cada peso invertido en la siembra de cocaína o de marihuana, al final de la cadena de distribución, las utilidades resultan exponenciales. (…) 


Ese es el objetivo de esta Iniciativa: combatir al crimen organizado de una manera distinta, no con armas sino con inteligencia y probablemente sin disparar un solo tiro. Esta vía puede ser más eficaz que las acciones punitivas que realiza el Estado, puesto que atacando la fuente del poder de estas organizaciones criminales, se está dando al blanco en lo que más podría debilitarlas. Además, con la circunstancia de que en este combate no se pierden vidas humanas.


Para incautar una cuenta en un banco o en una casa de bolsa o para intervenir una empresa lavadora de estos recursos, lo que se requiere es un sistema de inteligencia contable, financiero y de controles al flujo de los negocios en el país y no el despliegue de fuerzas del orden en las calles de las ciudades. Aquí radica la importancia de éste nuevo camino, que sin duda, traerá aparejados muchos más logros de los que hasta hoy se han obtenido”.


�“[…]


II. Participación de México en el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) y sus recomendaciones en relación a los Sujetos Obligados no Financieros.


México es miembro del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), desde el año 2000 y lo preside a partir de junio del 2010. Sin embargo, a pesar de las acciones llevadas a cabo, particularmente por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el reporte de evaluación mutua emitido en octubre de 2008, el GAFI determinó incumplimientos por parte del gobierno de México a sus 40 recomendaciones en materia de prevención de lavado de dinero y sus 9 recomendaciones especiales para combatir el financiamiento al terrorismo, indicando entre otros puntos lo siguiente:


(…) las leyes que penalizan el lavado de dinero y el financiamiento al terrorismo no responden plenamente a las normas internacionales, y no hay margen para mejorar significativamente su aplicación. No hay medidas legales o reglamentarias de prevención del lavado de dinero y el financiamiento al terrorismo, ni de supervisión, para cualquiera de las categorías de empresas y profesiones no financieras designadas por el GAFI (designated nonfinancial businesses and professions DNFBPs por sus siglas en inglés), a excepción de los servicios de confianza que por ley sólo pueden ser prestados por las instituciones financieras autorizadas.--- La falta de medidas en relación con las demás categorías de DNFBPs representa una laguna importante del régimen de prevención del Lavado de Dinero y el Financiamiento al Terrorismo. Además, ninguna revisión se ha realizado a las entidades y organizaciones sin fines de lucro (NPO), así como para apoyar a la adopción de medidas para impedir el uso ilegal de las personas morales en relación con lavado de dinero y el financiamiento al terrorismo. 


Como lo refiere el GAFI, no hay margen para la mejora significativa de la actual legislación en la materia y los negocios y profesiones no financieros, que son una pieza fundamental en la estrategia de prevención y combate en contra del lavado de dinero y financiamiento al terrorismo, puesto que carecen de regulación.


Dentro de los sujetos no financieros quedan comprendidos ciertos tipos de negocios y profesiones legítimas que por sus características propias pueden servir a la delincuencia organizada como medio de acceso de los recursos ilícitos a la economía formal, con la finalidad de ocultar su procedencia delictiva.


Como consecuencia de lo anterior, los sujetos no financieros deben ser eficazmente vinculados a la responsabilidad social y legal de actuar como "gatekeepers" (como se les conoce en las legislaciones avanzadas para combatir este delito) o sujetos de prevención de la realización de operaciones con recursos de procedencia ilícita y de financiamiento al terrorismo. Al respecto, la comunidad internacional y los expertos en la materia, insisten en la gran utilidad que conlleva para las estrategias de prevención y combate al lavado de dinero, la implementación de un régimen jurídico aplicable a sujetos de prevención no financieros.


En este sentido, el GAFI recomienda que los Estados adopten políticas adecuadas para incorporar a las industrias, negocios y profesiones -que por sus características propias pueden servir a la delincuencia organizada como medio de acceso de los recursos ilícitos a la economía formal- en la prevención de operaciones con recursos de procedencia ilícita, colaborando con las autoridades al reportar operaciones sospechosas de lavado de dinero y proporcionando información útil para tal efecto.


En vista de lo antes referido, se hace necesario que la política de prevención de lavado de dinero mexicana se articule de manera global y evolucione a semejanza de los modelos internacionales, tanto de América del Norte como Latinoamericanos y Europeos, que han adoptado las mejores prácticas internacionales, a efecto de que se incluya a todos los sectores susceptibles a recibir o realizar operaciones con fondos de procedencia ilícita”.


� Artículo 4º. Los billetes del Banco de México tendrán poder liberatorio ilimitado y deberán contener una o varias características que permitan identificar su denominación a las personas invidentes.


� Artículo 5º. Las monedas metálicas a que se refieren los incisos b) y siguientes del artículo 2o. de esta ley, tendrán poder liberatorio limitado al valor de cien piezas de cada denominación en un mismo pago.


� Artículo 1º. La unidad del sistema monetario de los Estados Unidos Mexicanos es el peso, con la equivalencia que por ley se señalará posteriormente.


� Artículo 2º. Las únicas monedas circulantes serán: 


a). Los billetes del Banco de México, S. A., con las denominaciones que fijen sus estatutos; 


b). Las monedas metálicas de cincuenta, veinte, diez, cinco, dos y un pesos, y de cincuenta, veinte, diez, y cinco centavos, con los diámetros, composición metálica, cuños y demás características que señalen los decretos relativos. 


Cuando los decretos relativos prevean aleaciones opcionales para la composición de las monedas metálicas, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a propuesta del Banco de México, determinará su composición metálica señalando alguna de las aleaciones establecidas en el decreto respectivo o sustituyendo la así señalada por otra de ellas. 


La Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará en el Diario Oficial de la Federación las resoluciones en las que se determine la aleación que se utilizará en la composición metálica de las monedas de que se trata. 


c). Las monedas metálicas conmemorativas de acontecimientos de importancia nacional, en platino, en oro, en plata o en metales industriales, con los diámetros, leyes o composiciones metálicas, pesos, cuños y demás características que señalen los decretos relativos.


Artículo 2º Bis. También formarán parte del sistema, las monedas metálicas, acuñadas en oro y en plata, cuyo peso, cuño, ley y demás características señalen los decretos relativos.


� Artículo 4º. Los billetes del Banco de México tendrán poder liberatorio ilimitado y deberán contener una o varias características que permitan identificar su denominación a las personas invidentes.


� Artículo 5º. A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial.


[…]


En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obligatorios, en los términos que establezcan las leyes respectivas, el de las armas y los jurados, así como el desempeño de los cargos concejiles y los de elección popular, directa o indirecta. Las funciones electorales y censales tendrán carácter obligatorio y gratuito, pero serán retribuidas aquéllas que se realicen profesionalmente en los términos de esta Constitución y las leyes correspondientes. Los servicios profesionales de índole social serán obligatorios y retribuidos en los términos de la ley y con las excepciones que ésta señale.


� En ese sentido véase la jurisprudencia P./J. 28/99, de rubro: “LIBERTAD DE TRABAJO. NO ES ABSOLUTA DE ACUERDO CON LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES QUE LA RIGEN (ARTÍCULO 5o., PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS)”. Consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo IX, abril de 1999, página 260, registro 194152.


� Tesis 1ª./J 84/2006, consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXIV, página 29, noviembre de 2006, con número de registro: 173957, cuyo texto establece: “Acorde con las consideraciones sustentadas por la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis 1a. CXXXIII/2004, de rubro: "IGUALDAD. CASOS EN LOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE HACER UN ESCRUTINIO ESTRICTO DE LAS CLASIFICACIONES LEGISLATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS).", siempre que la acción clasificadora del legislador incida en los derechos fundamentales garantizados por la Constitución, será necesario aplicar con especial intensidad las exigencias derivadas del principio de igualdad y no discriminación. De igual manera, en aquellos asuntos en que el texto constitucional limita la discrecionalidad del Congreso o del Ejecutivo, la intervención y control del tribunal constitucional debe ser mayor, a fin de respetar el diseño establecido por ella. Para este Alto Tribunal es claro que la fuerza normativa del principio democrático y del principio de separación de poderes tiene como consecuencia obvia que los otros órganos del Estado -y entre ellos, el juzgador constitucional- deben respetar la libertad de configuración con que cuentan el Congreso y el Ejecutivo, en el marco de sus atribuciones. Conforme a lo anterior, la severidad del control judicial se encuentra inversamente relacionada con el grado de libertad de configuración por parte de los autores de la norma. De esta manera, resulta evidente que la Constitución Federal exige una modulación del juicio de igualdad, sin que eso implique ninguna renuncia de la Corte al estricto ejercicio de sus competencias de control. Por el contrario, en el caso de normatividad con efectos económicos o tributarios, por regla general, la intensidad del análisis constitucional debe ser poco estricta, con el fin de no vulnerar la libertad política del legislador, en campos como el económico, en donde la propia Constitución establece una amplia capacidad de intervención y regulación diferenciada del Estado, considerando que, cuando el texto constitucional establece un margen de discrecionalidad en ciertas materias, eso significa que las posibilidades de injerencia del Juez constitucional son menores y, por ende, la intensidad de su control se ve limitada. En tales esferas, un control muy estricto llevaría al Juez constitucional a sustituir la competencia legislativa del Congreso -o la extraordinaria que puede corresponder al Ejecutivo-, pues no es función del Poder Judicial Federal, sino de los órganos políticos, entrar a analizar si esas clasificaciones económicas son las mejores o si éstas resultan necesarias”.


�Artículo 2. El objeto de esta Ley es proteger el sistema financiero y la economía nacional, estableciendo medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita, a través de una coordinación interinstitucional, que tenga como fines recabar elementos útiles para investigar y perseguir los delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita, los relacionados con estos últimos, las estructuras financieras de las organizaciones delictivas y evitar el uso de los recursos para su financiamiento.


� Artículo 7. La Procuraduría contará con una Unidad Especializada en Análisis Financiero, como órgano especializado en análisis financiero y contable relacionado con operaciones con recursos de procedencia ilícita. 


La Unidad, cuyo titular tendrá el carácter de agente del Ministerio Público de la Federación, contará con oficiales ministeriales y personal especializados en las materias relacionadas con el objeto de la presente Ley, y estará adscrita a la oficina del Procurador General de la República. 


La Unidad podrá utilizar las técnicas y medidas de investigación previstas en el Código Federal de Procedimientos Penales y la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada.


� Consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXIV, página 266, con número de registro 174011, cuyo texto es del tenor siguiente: “De conformidad con el último párrafo del artículo 83 de la Ley de Amparo, quien obtenga resolución favorable a sus intereses puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, expresando los agravios respectivos dentro del término de cinco días, computado a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso. Ahora bien, si se toma en cuenta que la adhesión al recurso carece de autonomía en cuanto a su trámite y procedencia, pues sigue la suerte procesal de éste y, por tanto, el interés de la parte adherente está sujeto a la suerte del recurso principal, es evidente que cuando el sentido de la resolución dictada en éste es favorable a sus intereses, desaparece la condición a la que estaba sujeto el interés jurídico de aquélla para interponer la adhesión, esto es, la de reforzar el fallo recurrido y, por ende, debe declararse sin materia el recurso de revisión adhesiva”.
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